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3868Basta la lectura del escrito de demanda para com­
probar que la cuestión planteada por los recurrentes es
de estricta legalidad procesal y. en cuanto tal. carece
de relevancia constitucional. En efecto. los recurrentes
sólo tratan de significar el desacierto de la Sala al fundar
la desestimación del recurso de queja en la improce­
dencia del recurso de casación por tratarse de un pro­
cedimiento de la ley especial de arrendamientos urbanos.
en el que no concurren los requisitos del arto 135 de
la LAU. pero tal argumentación no puede servir como
fundamento de la pretensión de amparo. En primer tér­
mino. es claro que la determinación de la legislación
aplicable compete en exclusiva a los órganos de la juris­
dicción ordinaria. razón por la cual no corresponde a
este Tribunal hacer pronunciamiento alguno acerca de
si el litigio en cuestión estaba comprendido o no en
el ámbito de la legislación especial arrendaticia. En
segundo término. tampoco es posible afirmar. como se
hace en la demanda. que el criterio mantenido por el
Tribunal Supremo sea irrazonable o erróneo. Y ha de
rechazarse semejante afirmación. porque del texto de
la Ley 34/1984. modificativa de la Ley de Enjuiciamiento
Civil. no se deduce con toda evidencia la posibilidad
de interponer recurso de casación contra la Sentencia
dictada por la Audiencia en los juicios de retracto arren­
daticio. tramitados de conformidad con lo dispuesto al
efecto en la LAU. En este sentido es preciso advertir.
como hace el Ministerio Fiscal en su escrito de alega­
ciones. que el arto 135 de la LAU. antes citado. fue modi­
ficado por la Ley 34/1984 pero sólo para elevar a la
cantidad de 500.000 pesetas la renta de los arrenda­
mientos de locales de negocio que tienen acceso a la
casación. Por ello. en modo alguno puede calificarse de
infundada o arbitraria la tesis mantenida por el Tribunal
Supremo en el presente caso. que ha considerado la
vigencia. a efectos de la procedencia o no del recurso
de casación. del arto 135 de la LAU aunque se ejercitara
una acción real de retracto que tenía por causa una
relación jurídica de naturaleza personal como es el con­
trato de arrendamiento.

En conclusión. pues. la denegación del recurso de
casación planteada por los recurrentes no ha sido con­
secuencia de una decisión judicial arbitraria o con falta
absoluta de razón. dado que la misma se ha basado
en la aplicación razonada y motivada por el Tribunal
Supremo de una concreta causa de inadmisibilidad
(art. 135 LAUl. sin que corresponda a este Tribunal revi­
sar o corregir tal interpretación y aplicación en vía de
amparo constitucional.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Hadecididp

Desestimar el recurso de amparo solicitado por don
Carlos Rodríguez Horta y doña María Enriqueta Sánchez
Pallán.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciocho de enero de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando Garda-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 14/1993. de 18 de
enero. Recurso de amparo 1.315/1989. Con­
tra Sentencia del Tribunal Central de Trabajo
que. en vía de suplicación. estimó improce­
dente el despido declarado radicalmente nulo
por Sentencia anterior de la Magistratura de
Trabajo núm. 7 de Madrid. Vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva; despido
producido a. consecuencia del ejercicio legí­
timo de un derecho fundamental por el
trabajador.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.315/89. interpuesto
por doña Julia Fernández García. representada por la
Procuradora de los Tribunales doña Josefa Landete Gar­
cía. sustituida por el Procurador señor Bordallo Huidobro
y asistida por el Letrado don José Folguera Crespo. frente
la Sentencia. de 16 de mayo de 1989. del Tribunal Cen­
tral de Trabajo. Han intervenido el Abogado del Estado
y el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente don Fernando
García-Mon y González-Regueral. quien expresa el pare­
cer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El día 10 de julio de 1989 tuvo entrada en este
Tribunal un escrito firmado por doña Julia Fernández
García en el que manifestaba su voluntad de interponer
recurso de amparo contra la Sentencia mencionada del
TCT. solicitando para ello la designación de Procurador
del turno de oficio.

2. Por providencia de 18 de septiembre de 1989
la Sección acordó tener por recibido el precedente escri­
to y librar el despacho necesario para la designación
en turno de oficio de Procurador a la citada recurrente.

3. Por providencia de 16 de octubre de 1989. la
Sección acordó tener por recibido el despacho del Cole­
gio de Procuradores de Madrid. por el que se comUnicaba
que correspondía la designación en turno de oficio a
doña Josefa Paz Landete García. así como concederle
un plazo de veinte días para que formulase la corres­
pondiente demanda de amparo.

4. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
13 de noviembre de 1989 la Procuradora de los Tri­
bunales doña Josefa Paz Landete García formalizó
demanda de amparo constitucional dirigida frente a la
Sentencia de 16 de mayo de 1989 de la Sala Segunda
del Tribunal Central de Trabajo. estimatoria parcialmente
del recurso de suplicación interpuesto contra la de la
Magistratura de Trabajo núm. 7 de Madrid. de 3 de
octubre de 1988. dictada en autos sobre despido..

5. Constituye la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedentes de hecho:

al La ahora recurrente en amparo prestaba sus
servicios por cuenta del Ministerio de Educación y Cien­
cia como redactora de la revista «Comunidad Escolar».
seleccionando artículos y fotos. coordinando su redac­
ción. etcétera. Con fecha 5 de abril de 1988. la actora
formuló reclamación administrativa ea solicitud de reco-
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nacimiento de una relación laboral indefinida que fue
denegada por resolución de la Dirección-General dePer­
sonal y Servicos del Ministerio de Educación y Ciencia
el 22 de abrí! de 1988. Dos días antes (20 de abril)
la recurrente recibió comunicación escrita del Director
de la revista en la que. haciendb referencia a los rei­
terados escritos dirigidos por ella. aludiendo al carácter
laboral de su relación contrllctual. se le notificaba la
improcedencia de su pretensión_ y que tal actitud trans­
gredía la buena fe contractual asr como que. a partir
de esa fecha se abstuviera de enviar trabajos originales
y. en consecuencia. de comparecer en los locales de
la publicación.

b) Tras formular reclamación previa el 4 de mayo
de 1988 que fue desestimada por Resolución del pos­
terior día 24. la recurrente interpuso demanda solici­
tando la declaración de nulidadri!dical del despido. La
Magistrada de Trabajo núm. 7 de Madrid.luego dedeses­
timar la excepción de incompetencia de jurisdicción y
declarar el carácter laboral de la relación de la aqul
recurrente. estimó la demanda y declaró el despido radi­
calmente nulo.

c) Interpuso recurso de suplicación por la parte
demandada el Tribunal Central'"Trabajo. tras confirmar
que el carácter laboral de la relación trabada entre llls
partes y aceptar expresamente los hechos declarados
probados por la Sentencia dictada por la Magistratura
de Trabajo núm. 17 de Madrid. estimó parcialmente el
recurso y. en lugar de declarar el despido radicalmente
nulo. lo estimó improcedente con las consecuencias
inherentes a esta declaración. .

6. La demanda- fundamentll su solicitud de amparo
en vulneración del arto 24 de la Constitucion. en cuanto
que. según se afirma. «en j\licio quedó acreditado que
la actora interpuso una reclamación previa a la vla juris­
diccional laboral y que. con directa relación de causa­
lidad. fue cesada por ello. ya que expresa -y torpemente
también- se reconoce en la comunicación que el único
motivo del cese es su recurso a los Tribunales y la for­
mulación de determinada reinvidicación laboral de una
calidad que no se le reconoce». La denunciada vulne­
ración de la tutela judicial descansa en una triple argu­
mentación: a) no es el Director de la revista quien puede
desplazar al órgano administrativo o jurisdiccionlll com­
petente a la horll de. determinar si la reclamllción. de
aquella incurre o no en vicio alguno; esta decisión es
arbitrllria y constituye un acto de represlllia. b) 111 decisión
hace impracticable e imposibilita la eficacia de la reso­
lución judicial que hubiera debidO recaer. fuese en sen­
tido desestimatorio o estimatorio. pues no puede ejer­
citarse una acción declarativa si el contrato ha quedado
extinguido; no puede permitirse que un simple funcio­
nario de la Administración cierre el- acceso 11 los Tri­
bunales de sus subordinados. c) ninguna consecuencia
negativa puede derivarse para quien acude a los Tri­
bunales a ejercitar su acción. La demllnda cita en apoyo
a la nulidad radical del despido por vulneración de un
derecho fundamental. diversas Sentencias del Tribunal
Supremo y del propio Tribunal Constitucional.

Por todo lo anterior concluye la demanda solicitando
de este Tribunal que declare vulnerado el derecho de
la recurrente a la tutela judicial. anule la Sentencia impug­
nada. declarando la radical nulidad del despido de que
fue objeto la recurrente. obligando a la Administración
a readmitirla en su puesto de ,rabajó. con abono de
los salarios de tramitllción.

7. La Sección. en la providencia de 15 de enero
de 1989. tuvo por recibido el escrito de demanda. y
en la de 21 de mayo de 1989 acordó admitir la misma
a trámite. requiriendo a los órganos jurisdiccionales tes­
timonio de las actuaciones. al propio tiempo que empla-

zara a quienes fueron parte en el procedimiento a com­
parecer en este proceso constitucional en el plazo de
diez dras.

8. Mediante providencia de2 de julio de 1990. la
Sección tuvo por recibidas llls actuaciones remitidas. así
como el escrito del Abogado del Estado personáfldose.
y dió vista de todas las actuaciones por un plazo de
veinte dras al Ministerio Fiscal. al Abogado del Estado
y a la solicitante de amparo para que presentaran sus
alegaciones.

9. El Abogado del Estado. en su escrito de alega­
ciones. tras sintetizar los antecedentes del caso. analiza
las dos supuestas vulnerllciones posibles: 11) arto 24.1
C.E.; b) IIrt. 14 C.E.

El Director de la revista ••Comunidlld Escolar» comu­
nica el 20 de abril de 1988 a la IIctora. por escrito
y con invocación de la causa. la resolución del vrnculo
que le unra con la Administración. Con ello no se impide.
en absoluto. a la recurrente acudir como efectivamente
hizo. a los órganos judiciales que estimase pertinentes
para exigir. en sede jurisdiccional. el reconocimiento de
sus derecho$. La actora optó por acudir a la jurisdicción
laboral y ésta. en las diversas instancias. se consideró
competente y entró a conocer del fondo del asunto. lle­
gando a calificarla relación como laboral. La actuación
de la Administración no ha privado de viabilidad a la
acción judicial ejecutada por la recurrente.

Resulta palmario. de otra parte. que ha existido un
pronunciamiento jurisdiccional a través del que se ha
articulado el derecho fundamental que el arto 24.1 de
la C.E. reconoce a la actora y ésta ha obtenido la tutela
efectiva de los Jueces y Tribunales en el ejercicio de
su derecho. -

Tampoco se acredita. como se ha puesto de relieve
en la vra judicial previa al recurso de amparo. que el
despido constituya una represalia frente a la demanda
por pretender acudir a la tutela judicial. Tampoco consta
que haya existido limitación alguna impuesta a 111 actora
para servirse de los medios de prueba por ella elegidos.

Finalmente. si alguna indefensión hubiese· originado
a la actora la actuaci6n de la Administración e incluso
la Resolución dictadll por ésta -al conocer la reclamación
administrativa previa a la vra judicial han existido en
el proceso laboral posibilidades de repllrarla. No ha exis­
tido violación del arto 24.1 C.E.

Por todo lo cual. concluye suplicando a este Tribunal
que deniegue el amparo solicitado.

10. La representación de la recurrente en amparo
reitera en su escrito presentado el 24 de julio de 1990

_los argumentos expresados en su demanda de amparo.
11. El Fiscal. por su parte. tras observar que no han

sido remitidas las actuaciones en su integridad. interesa
en su escrito de 24 de julio de 1990. que se suspenda
el plazo para presentar alegaciones.

12. Por providencia de 17 de septiembre de 1990.
la Secci6n acordó. a la vista del escrito del Ministerio
Fiscal. requerir nuevamente al Juzgado de lo Social
núm. 7 de Madrid para que remitiese testimonio Integro
de los autos.

13. Recibidas las IIctuaciones. la Secci6n acordó
mediante providencia de 5 de noviembre de 1990. dar

. vista de las actuaciones por un plazo común de diez
dras al Ministerio Fiscal. al Abogado del Estado y a la
solicitante del amparo para que presentaran alegaCIones.

14. El Abogado del Estado rindi6 informe el 2 de
noviembre remitiéndose a las alegaciones vertidas en
su anterior escrito. y agregando lo siguiente: 1.°) La pre­
sentaci6n de la reclamaci6n previa a la vra laboral no
determina el despido; el Director de la revista resuelve
expresamente la reclamación y no da por extinguida la
relaci6n que vinculaba a la recurrente con la Adminis-
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tración, incluso ésta es requerida para que continúe rea­
lizando su actividad con un horario distinto. Sólo tras
la insistencia de la misma en que ha de ser reconocido
el carácter laboral de la relación que le une a la Admi­
nistración, se considera resuelta por nuevo escrito remi­
tido por el Director de la revista cualquier tipo de relación
contractural con la recurrente; 2.°) la Administración en
ningún momento ha impedido ni limitado el acceso'de .
la recurrente a los órganos jurisdiccionales que consi­
derase competentes par¡¡ hacer valer sus derechos; 3.°)
la indefensión ha de entenderse producida por una inde­
bida actuación de los órganos judiciales, por lo que no
puede ser alegada frente a actuaciones de la Adminis­
tración; 4.°) el recurso de amparo se formula frente a
la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo.

15. El Fiscal formuló escrito de alegaciones ellO
de noviembre de 1990, interesando que se denegara
el amparo, tras realizar los siguientes razonamientos:

a) El presente caso es de una gran especialidad fren­
te a otros ya contemplados en la jurisprudencia cons­
titucional sobre despidos radicalmente nulos. En la mis­
ma no han sido.. analizados los supuestos de despido
por vulneración del derecho de tutela judicial. Este plan­
tea el interesante problema de si es concebible la vio­
lación de tal derecho por personas, ya sean privadas
o públicas, ajenas a la jurisdicción.

b) No cabe cuestionar que la causa del despido tie­
ne, en efecto, relación con los sucesivos escritos y recla­
maciones hechas por la demandante ante el Ministerio
de Educación y Ciencia, o ante el Director en la revista.

c) Incluso partiendo de que la recurrente fue des­
pedida por su intento de acudir a los Tribunales en reco­
nocimiento de una relación laboral, no son de recibo
los argumentos de la recurrente,opues, por un lado. den­
tro del poder de dirección entra la facultad de despedir
al trabajador sin que implique una inmisión en la acti­
vidad judicial. asi como decidir sobre la calificación de
la situación juridica, sin perjuicio de la mejor interpre­
tación de los Tribunales; de otro, nada impide al tra­
bajador, aun con la relación laboral extinguida, solicitar
que se declare como existente; de hecho la jurisdicción
laboral conoció en el mismo proceso, la acción decla­
rativa junto a la acción de despido.

d) La Administración no ha impedido u obstaculi­
zado la acción judicial de la recurrente, pues ha tenido
posibilidad de accionar, debatir y contradecir y ha obte­
nido de los Tribunales una respuesta motivada y fundada
en derecho sin que sus pretensiones hayan sido des­
conocidas. De otro lado, el despido no aparece tampoco
como una sanción por la reclamación previa. No aparece
claro que cuando la actora presentaba escritos ante la
Dirección de la revista estuviera ejerciendo un derecho
fundamental de acción procesal que sólo se lleva a cabo
ante los Tribunales. En este sentido la sanción al ejercicio
del derecho fundamental se podría concebir si la
recurrente hubiera sido despedida después de haber pre­
sentado demanda ante la jurisdicción laboral y como
represalia por ello. No ha ocurrido así en el que el despido
se produce con anteroridad al ejercicio de la acción Judi­
cial y sin aviso específico sobre su ulterior ejercicio.

A la vista de que los argumentos expuestos avalan
la tesis de la Sentencia del TCT. en el sentido de que
el despido de que fue objeto la actora tuvo el carácter
de improcedente sin traspasar el umbral que lleva al
radicalmente nulo, concluye el Fiscal manifestando que
no ha habido violación del derecho a la tutela judicial
y que por ello no puede prosperar la demanda.

16. Por escrito presentado el 28 de noviembre de
1990, la parte recurrente se remite a los escritos ante­
riormente formulados.

17. Por providencia de 12 de enero de 1993 se
acordó fijar para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 18 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. Denuncia la recurrente de amparo infracción del
arto 24.1. c.E., que consagra el derecho a l.a tutela judicial
efectiva, por cuanto la Sentencia dictada por el Tribunal
Central de Trabajo el 16 de mayo de 1989 declaró la
improcedencia de su despido y no su nulidad radical,
que debió decretarse al tener su única razón en la inter­
posición de una reclamación previa a la via judicial. en
la que postulaba el carácter laboral y la fijeza de su
contrato.

Según resulta del relato fáctico de la Sentencia impug­
nada, la demandante de amparo -Redactora de la revista
«Comunidad Escalan, y coordinadora de la Sección de
Cultura de la publicación, dependiente del Ministerio de
Educación y Ciencia- formuló reclamación administra­
tiva en solicitud de reconocimiento de una relación labo­
ral indefinida. Dos días antes de que le fuera denegada
por Resolución de la Dirección General de Personal y
Servicios del Ministerio de Educación y Ciencia, recibió
comunicación escrita del Director de la revista en la que
textualmente se decía: «En fechas recientes ha dirigido
al Ministerio de Educación y Ciencia distintos escritos,
poniendo de relieve en todos ellos un pretendido carácter
laboral de la relación que le une con este Departamento
Ministerial. pretensión que no puede ser admitida, ya
que su insistente actitud, a juicio de esta Dirección, trans­
grede el principio de la buena fe, que ha de regir en
relaciones profesionales como la que la Comunidad Esco­
lar mantiene con usted, por cuyo motivo nos vemos obli­
gados a suspender sus colaboraciones...; absténgase de
enviar originales y ... de permanecer en los locales de
la publicación».

La Magistratura de Trabajo núm. 7 de Madrid declaró
el despido radicalmente nulo por entender que la deci­
sión empresarial se basaba en el único motivo del ejer­
cicio por parte de la actora de las acciones tendentes
al reconocimiento de sus derechos. El Tribunal Central
de Trabajo que admitió expresamente los hechos decla­
rados probados por la Sentencia recurrida, descarta todo
propósito discriminatorio respecto de la actora frente
al derecho constitucional a la tutela judicial. considera
que el despido se produjo por simple discrepancia entre
las partes «en cuanto a un derecho discutido y discutible,
relativo a la existencia o no de relación de tipo laboral
entre las partes» y calificó de improcedente el despido
al no haber tenido éxito la actividad probatoria de la
empresa sobre la causa alegada en la comunicación del
despido; La transgresión de la buena fe contractual.

2. Desde la interposición de la demanda, la recurren­
te ha conectado el motivo de despido directamente con
la lesión del derecho fundamental de la tutela judicial
efectiva. La decisión extintiva por la causa imputada en
la comunicación escrita constituye para la recurrente un
ataque frontal a la integridad del referido derecho, y
no porque se le haya impedido el acceso a la jurisdicción
o hayan sido desconocidas las garantias procesales, sino
porque la decisión judicial de decretar el despido como
improcedente, en la medida en que otorga a la empresa
la facultad de optar entre la readmisión y la indemni­
zación, imposibilita la eficacia de la resolución judicial
que hubiera debido recaer en el ejercicio de la acción
declarativa, y, en definitiva, permite que deriven con­
secuencias negativas del ejercicio de la acción judical.
En suma, imputa al TribunalCentral de Trabajo no haber
amparado su derecho a la tutela judicial por no haber
considerado nulo radical el despido decidido como repre-
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salia por haber interpuesto la reclamación administrativa
previa a la vía judical.

Como ha afirmado con reiteración este Tribunal (SSTC
66/1 965 Y 104/1967. entre otras). la celebración del
contrato de trabajo no implica en modo alguno la pri­
vación al trabajador de los derechos que la Constitución
le reconoce como ciudadano. de suerte que. cuando se
produce violación de algún derecho fundamental-como
el aquí invocado de la tutela judicial efectiva (art. 24.1
C.E.l- no basta la simple declaración de improcedencia.
pues las consecuencias legales que de ello se derivan
no amparan el derecho fundamental vulnerado. sino que
para ello es preciso declarar el despido radicalmente
nulo que conlleva la readmisión inmediata del trabajador.
con exclusión de la indemnización sustitutoria. De ahí

.que en la $entencia de la Magistratura se declara la
nulidad radical del despido.

El art.24.1 C.E. reconoce el derecho de los titulares
de derechos e intereses legítimos de acudir a los órganos
jurisdiccionales y a obtener una decisión fundada en
Derecho. esto es. a «una prestación que corresponde
(proporcionar) al órgano jurisdiccional. de acuerdo con
la naturaleza del proceso y la ordenación legal del mis­
mo» (SSTC ·165/1988 y 151/1990). Pero dicho derecho
no sólo se satisface mediante la actuación de los Jueces
y Tribunales. sino también a través de la garantla de
indemnidad. Esto significa que del ejercicio de la acción
judicial o de los actos preparatorios o previos al mismo
no pueden seguirse consecuencias perjudiciales en el
ámbito de las relaciones públicas o privadas para la per­
sona que los protagoniza. En el ámbito de las relaciones
laborales. la garantla de indemnidad se traduce en la
imposibilidad de adoptar medidas de represalia deriva­
das del ejercicio por el trabajador de la tutela de sus
derechos.

La medida disciplinaria del despido como respuesta
al ejercicio de acción judicial aparece expresamente pros­
crita en el arto 5. c). del Convenio núm. 158 de la OIT.
ratificado por España (<<Boletln Oficial del' Estado» de
29 de junio de 1965). al excluir de las causas válidas
de terminación del contrato: «El haber planteado una
queja o haber particiado én un procedimiento entablado
contra un empleador por supuestas violaciones de leyes
o reglamentos o haber presentado un recurso ante las
autoridades administrativas competentes». Pero tal res­
tricción ha de hacerse extensiva. asimismo a cualquier
otra medida dirigida a impedir. coartar o represaliar el
ejercicio de la tutela judicial. y ello por el respeto qué
merecen el reconocimiento y la protección de los dere­
chos fundamentales. no pudiendo anudarse al ejercicico
de uno de estos derechos otra consecuencia que la repa­
ración in natura cuando ello sea posible. es decir. siempre
que quepa rehabilitar al trabajador perjudicado en la inte­
gridad de su derecho.

3. De acuerdo con lo expuesto no pueden aceptarse
los argumentos del Abogado del Estado y del Ministerio
Fiscal. según los cuales no existe lesión de la tutela judi­
cial efectiva. pues. de un lado. la indefensión sólo puede
producirse como consecuencia de una'indebida actua­
ción de los órganos judiciales. lo que no .ha ocurrido
en este caso. ya que ha tenido posibilidad la recurrente
de accionar habiendo obtenido una resolución fundada
en Derecho. y de otro. que el despido sólo es calificable
como lesivo del derecho a la tutela judicial cuando se
efectúa después de haber presentado demanda ante la
jurisdicción laboral. lo que tampoco se ha producido en
el caso debatido. .

Ninguna de estas objeciones a la viabilidad del ampa­
ro pueden ser admitidas.

En cuanto a la primera hay que decir que la vulne­
ración del derecho fundamental a la tutela judicial efee-

tiva. no sólo se produce por irregularidades producidas
dentro del proceso que priven al justificable de las garan­
tías que establece el arto 24 de la Constitución en sus
dos apartados. sino que también puede resultar vulne­
rado dicho derecho cuando el ejercicio del mismo pro­
duzca como consecuencia una sanción que responda
a una conducta de represalia por parte del empresario.
y es en esta segunda vertiente en la que se denuncia
la infracción. toda vez que. como se dice en la comu­
nicación del despido. son los dis.tintos escritos dirigidos
al Ministerio en reclamación del carácter indefinido del
contrato de trabajo. los que motivan por «transgredir
la buena fe contractuab. la sanción de despido que se
le notifica.

y en segundo lugar. en lo tocante a la naturaleza
administrativa de la reclamación. ha de puntualizarse
que las garantías vinculadas al derecho fundamental de
tutela se extienden asimismo a los actos preparatorios
o previos necesarios para el ejercicio de la acción judicial.
Es preciso recordar que. según una doctrina consolidada
de este Tribunal (SSTC 162/1969 y 217/1991). el dere­
cho a la tutela judicial efectiva es perfectamente com­
patible con el establecimiento de condici.llDamientos pre­
vios para el acceso a la jurisdicción. y en concreto. con
la exigencia del agotamiento de la reclamación admi­
nistrativa. Los mencionados actos previos no pueden
permanecer al margen del derecho fundamental de tute­
la judicial. pues. de otro modo, se dificultaría la plena
efectividad del derecho. Si se rechaza que los trámites
previos están provistos del amparo constitucional que
deriva de este derecho, quien pretenda impedir o difi­
cultar el ejercicio de la reclamación en vla jL¡dicial. tendrá
el camino abierto. pues para reaccionar frente a ese ejer­
cicio legItimo de su derecho a la acción judicial por parte
del trabajador le bastaría con actuar. como ha ocurrido
en este caso. en el momento previo al inicio de la vía
judicial.

4. Esto séntado. la cuestión radica aqul en deter­
minar si se ha producido la denunciada violación del
derecho a la tutela judicial efectiva en la vertiente seña­
lada de proscrición de toda represalia o sanción derivada
del ejercicio del derecho a la tutela judicial.

Del pasaje transcrito de la comunicación del despido
se desprende inequívocamente la existencia de una rela­
ción de correspondencia entre el motivo alegado. "la
transgresión de la buena fe contractual» y el hecho de
haber reclamado la actora el carácter indefinido de su
relación laboral. El único motivo que induce a la empresa
a la rescisi.ón del contrato es la «insistente actitud» de
la trabajadora puesta de relieve a través de los diversos
escritos (el último de los cuales formulado como vía pre­
via a la judicial) remitidos al Ministerio de Educación
y Ciencia en demanda del reconocimiento de su con­
dición de asalariada. Tal presupuesto de hecho es reco­
gido invariablemente. tanto por la Seotencia de instancia.
como por la dictada en suplicación. Pero es objeto, sin
embargo. de distinta valoración jurldica por los dos órga­
nos jurisdiccionales que dictaron estas resoluciones. Para
la Magistratura constituye un acto lesivo en sI mismo
del derecho fundamental ala tutela judicial. Por el con­
trario. para el TCT se revela como una causa legítima
-aunque. no probad_ de despido desconectada de la
garantía constitucional de tutela judicial que merece la
calif[cación de despido improcedente por la falta de cer­
teza de la causa imputada.

Es evidente el error del Tribunal Central de Trabajo
al enjuiciar y valorar de ese modo el hecho probado.
pues, por encima de la apreciación subjetiva que para
el empresario haya merecido el hecho imputado a la
trabajadora, lo que está en el origen de la motivación
del despido es el ejercicio por el demandante de su legl-
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EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villa Ión. Magistrados. ha pronunciado

Sala Primera. Sentencia 15/1993. de 18 de
enero. Recurso de amparo 1.681/1989. Con­
tra Sentencia del Tribunal Supremo declaran­
do no haber lugar a recurso de casación con­
tra la dictada por la Audiencia Provincial de
Barcelona. que condenó al recurrente de
amparo como autor responsable de injurias
graves por escrito y con publicidad. Vulne­
ración del derecho a comunicar libremente
información: ponderación indebida de los
derechos fundamentales en conflicto; veraci­
dad y relevancia de la información; secreto
profesional.

3869

En el recurso de amparo núm. 1.681/89. interpuesto
por don Joan Valls Piqué, representado por don Ignacio
Corujo Pita. sustituido posteriormente por don Juan Coru­
jo L6pez Villamil y finalmente por don Luis Suárez Migo­
yo. bajo la dirección letrada de don José Poch i Villa­
mayor, contra la Sentencia de la Sala Segunda ¡lel Tri­
bunal Supremo. de 8 de junio de 1989. que declara
no haber lugar al recurso de casación contra la dictada
por la Sección Segunda ¡le la Audiencia Provincial de
Barcelona. de 14 de abril de 1986. que condena al
recurrente en amparo como autor responsable de un
delito de injurias graves por escrito y con publicidad.
Han comparecido el recurrente y el Ministerio Fiscal y
ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sen­
dra. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El 4 de agosto de 1989 tuvo entrada en el registro
de este Tribunal un escrito de don Ignacio Corujo Pita.
Procurador de los Tribunales. que en en nombre y repre­
sentación de don Joan Valls Piqué. interpone recurso
de amparo contra la Sentencia de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo. de 8 de junio de 1989. que declara
no haber lugar al recurso de casación contra la dictada
por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de
Barcelona. de 14 de abril de 1986. que
condena al recurrente en amparo como autor respon­
sable de un delito de injurias graves por escrito y con
publicidad.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
de amparo son. en síntesis. los siguientes:

a) Con fecha 25 de abril de 1984 se publica en
al sección de «cartas al directo,,> llamada <Nd. opina»
del bisemanario <<Igualada». dirigido por el ahora
recurrente en amparo una carta firmada por don Josep
Juan Martí. cuya identidad se desconoce. en la que bajo
el título «El regidor Crema-Banderas» se dice que el Con­
cejal de Igualada don José Ramón Gumá. como Pre­
sidente de la Agrupación Sardanista de Igualada. se jactó
públicamente en su discurso pronunciado a los postres
de la comida· conmemorativa del X Aniversario de la
proclamación de Igualada como ciudad Publilla de la
Sardana, de haber quemado banderas españolas.

FALLO

, En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
OE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Julia González
García y. en consecuencia:

Primero.-Declarar nula la Sentencia de la Sala Segun­
da del Tribunal Central de Trabajo de 16 de mayo
de 1989.

Segundo.-Reconocer a la recurrente el derecho a
la tutela judicial efectiva.

Tercero.-Restablecer a la demandante en la integri­
dad de su derecho. para lo cual se declara firme la Sen­
tencia dictada por la Magistratura de Trabajo núm. 7
de Madrid. de fecha 3 de octubre de 1988, en el pro­
cedimiento núm. 475/88.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciocho de enero de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-Garlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
16n.-Firmado y rubricado.

timo derecho al ejercicio de reclamaciones y acciones
judiciales. El elemento definitorio. lo que dota de con­
tenido a la alegada causa de rescisión de su vínculo
cOl]tractual con la revista son. como se reconoce en
la comunicación a ella dirigida. sus reclamaciones en
favor del carácter laboral de su relación. Así. vinculando
de manera expresa la cause real del despido con la pre­
sentación de una reclamación sobre ese extremo, no
puede limitarse su valoración a una mera discrepancia
entre las partes litigantes sobre el derecho discutido,
sino que. como expresamente dice la Sentencia del TCT.
«está claro que el despido se produjo por la discrepancia
habida entre las partes litígantes en cuanto a un derecho
discutido y discutible relativo a la existencia o no de
la relación de tipo laboral entre las partes». Y como esa
discrepancia fue llevada por la trabajadora a la vía judi­
cial. agotando previamente la vía gubernativa. es claro
que el despido respondía a las reclamaciones de la tra­
bajadora. relativas al carácter laboral de su contrato y
concretamente a la que agotaba la vía administrativa.
Debe entenderse por tanto que el único motivo del des­
pído ha sido una reacción' del empresario frente al ejer­
cicio legítimo del derecho a la acción judicial que con­
sagra el arto 24 C.E. y que. como básico. proclama tam­
bién el arto 4.2. g). del Estatuto de los Trabajadores.
y que tal conducta ni puede valorarse como causa de
despido discipliario. ni puede considerarse «transgresora
de la buena fe contractual». Es. pues, claro que si los
hechos imputados a la recurrente constituyen legítimo
ejercicio del derecho de tutela jurídica. sólo queda en
pie la injustificable voluntad de dificultar irrazonablemen­
te o sancionar el ejercicio de dicho derecho. Por lo que
resulta de aplicación al caso la reiterada doctrina de
este Tribunal que ha considerado radicalmente nulos los
despidos producidos por el ejercicio legítimo·por los tra­
bajadores de derechos fundamentales (SSTC 38/1981.
47/1985.104/1987.166/1988 Y 114/1989), Sen­
tencias que si bien hacían referencia a otros derechos
fundamentales. como la libertad de expresión y la liber­
tad sindical. es también de aplicación cuando el derecho
fundamental que provoca la sanción es. como ocurre
en el presente caso y como entendió la Magistr¡¡tura
de Trabajo. el derecho a la tutela judicial efectiva.


